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	Resumen

	La presente investigación analiza la incidencia jurídica de la ausencia de autorización previa de la Asamblea General en la interposición de demandas judiciales contra ex directivos de cooperativas de ahorro y crédito dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano. El objetivo consiste en determinar si la omisión de dicha autorización afecta la legitimación para actuar en juicio y la validez de las actuaciones procesales. Para el desarrollo del estudio se emplea un enfoque cualitativo, orientado al análisis e interpretación de normas jurídicas, doctrina y jurisprudencia relacionadas con la legitimación procesal y la representación institucional. Asimismo, se aplican como métodos científicos, el analítico-sintético, el exegético-jurídico, el sistemático-jurídico y, el inductivo, complementados con las técnicas de revisión documental y análisis de contenido jurídico. Los resultados obtenidos evidencian que la autorización de la Asamblea General constituye un elemento relevante para la formación válida de la voluntad institucional cuando se promueven acciones de responsabilidad contra directivos o ex directivos, y que su ausencia puede comprometer la legitimación activa, la representación procesal y la validez de las actuaciones judiciales, dependiendo de su incidencia concreta en el debido proceso y la seguridad jurídica.”

	Palabras clave: Juicios contra ex directivos, Cooperativas de ahorro y crédito, Asamblea General, Aprobación, Debido proceso.

	Abstract

	This research analyzes the legal implications of the absence of prior authorization by the General Assembly for the filing of lawsuits against former directors of savings and credit cooperatives within the Ecuadorian legal system. The objective is to determine whether the omission of such authorization affects the legal standing to initiate judicial proceedings and the validity of procedural actions. To achieve this objective, the study adopts a qualitative approach focused on the analysis and interpretation of legal provisions, legal doctrine, and case law related to procedural standing and institutional representation. In addition, the analytical-synthetic, exegetical-legal, systematic-legal, and inductive methods are employed, supported by documentary review and legal content analysis techniques. The findings indicate that authorization by the General Assembly constitutes a fundamental requirement for the valid formation of institutional will when liability actions are brought against current or former directors. Its absence may affect active legal standing, procedural representation, and the validity of judicial proceedings, depending on its specific impact on due process and legal certainty.”

	Keywords: Lawsuits against former directors; Savings and credit cooperatives; General Assembly; Authorization; Due process.

	Introducción 

	Las cooperativas de ahorro y crédito en el Ecuador se encuentran sometidas a un régimen jurídico especial regulado por la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria (LOEPS) (2011) y su Reglamento General, cuerpos normativos que establecen una estructura organizacional sustentada en principios de participación democrática, control social, autogobierno y autonomía institucional. Dentro de esta estructura, la Asamblea General se configura como el órgano supremo y soberano de decisión, con competencias determinantes en la adopción de resoluciones que comprometen la voluntad institucional de la cooperativa, incluidas aquellas relacionadas con el ejercicio de acciones legales y la defensa de sus intereses ante los órganos jurisdiccionales (2022).

	Este diseño normativo responde a la naturaleza propia de las organizaciones de la economía popular y solidaria, puesto que en ellas prevalece la gestión colectiva y la toma de decisiones democráticas como expresión del principio de autogobierno; por lo tanto, la Asamblea General es una instancia esencial para la formación válida de la voluntad institucional, sobre todo cuando las decisiones adoptadas producen efectos jurídicos relevantes para la entidad. Su intervención adquiere una trascendencia particular cuando la cooperativa decide iniciar acciones judiciales que pueden generar consecuencias económicas, patrimoniales e institucionales, por lo que su participación no puede entenderse como una simple formalidad administrativa, sino como una garantía orientada a asegurar que las decisiones de mayor relevancia respondan efectivamente a la voluntad colectiva de los socios (Hernández y Ormaza, 2023).

	Desde esta perspectiva, toda actuación que comprometa jurídicamente a la cooperativa debe encontrarse respaldada por una decisión adoptada conforme a los procedimientos internos previstos en la normativa vigente, en los reglamentos institucionales y en las disposiciones estatutarias. La ausencia de este respaldo puede generar cuestionamientos respecto de la legitimidad interna de la actuación y de su eficacia jurídica frente a terceros y ante los órganos jurisdiccionales encargados de resolver las controversias.

	No obstante, en la práctica se han identificado situaciones en las que órganos administrativos o representantes legales de cooperativas de ahorro y crédito han promovido demandas judiciales contra ex directivos sin que exista una resolución previa de la Asamblea General que autorice el ejercicio de dichas acciones. Esta circunstancia genera interrogantes relevantes respecto de la correcta formación de la voluntad institucional, el alcance de las facultades de representación y las consecuencias procesales derivadas de la omisión del órgano competente (Muñoz, 2009).

	En este contexto, surge como problema científico la siguiente interrogante: ¿De qué manera la interposición de demandas judiciales contra ex directivos de Cooperativas de Ahorro y Crédito, sin autorización previa de la Asamblea General, incide en la legitimación para actuar en juicio y en la validez de las actuaciones procesales dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano?

	A partir de esta problemática, la presente investigación tiene como objetivo proponer lineamientos técnico-jurídicos para la adecuada verificación y documentación de la autorización de la Asamblea General en la práctica procesal cooperativa. Para el desarrollo del estudio se emplea un enfoque cualitativo, orientado al análisis e interpretación de normas jurídicas, doctrina y jurisprudencia relacionadas con la legitimación procesal y la representación institucional.

	Para alcanzar este propósito, la investigación se orienta a examinar los criterios doctrinarios y jurisprudenciales relacionados con los defectos de representación y su control mediante nulidades procesales, a partir del análisis del rol de la Asamblea General en la legitimación activa y en la formación de la voluntad institucional de las cooperativas de ahorro y crédito; determinar si la omisión de la autorización previa de la Asamblea General, incide en la legitimación para actuar en juicio y en la validez de las actuaciones procesales dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano.

	Metodología

	Para el desarrollo de la presente investigación se adopta un enfoque cualitativo, por cuanto el objeto de estudio se centra en el análisis e interpretación de normas jurídicas, criterios doctrinarios y precedentes jurisprudenciales relacionados con la legitimación procesal de las cooperativas de ahorro y crédito y con la incidencia de la autorización de la Asamblea General en el ejercicio de acciones judiciales. La investigación posee un alcance descriptivo con un componente analítico. (Hernández et al., 2023). Del mismo modo, la investigación incorpora un componente analítico al examinar las consecuencias jurídicas y procesales derivadas de la ausencia de autorización de la Asamblea General, particularmente respecto de la legitimación activa, la representación procesal y la validez de las actuaciones judiciales.

	Desarrollo

	Criterios doctrinarios y jurisprudenciales sobre defectos de representación y su control mediante nulidades procesales

	En el ámbito del derecho procesal, la representación de las personas jurídicas es un presupuesto primordial para la validez de las actuaciones judiciales, en tanto garantiza que quien comparece en juicio lo haga en ejercicio de una facultad legítimamente conferida; en ese sentido, la doctrina ha señalado que la representación procesal implica el cumplimiento de las condiciones sustanciales que legitiman su actuación, particularmente en lo relativo a la competencia del órgano que autoriza el ejercicio de acciones judiciales.

	En este sentido, Véscovi (2020) sostiene que:

	Los “presupuestos procesales constituyen condiciones indispensables para la válida constitución y desarrollo de la relación jurídico-procesal, por lo que la legitimación y la representación deben ser verificadas para garantizar la eficacia de la actuación jurisdiccional. Cuando se trata de personas jurídicas de naturaleza especial, como las cooperativas de ahorro y crédito, la representación se encuentra condicionada por las reglas internas de organización, las cuales delimitan quién y en qué condiciones puede adoptar decisiones que comprometan jurídicamente a la entidad. (p. 27)”

	Visto de esta manera, si el órgano competente no autoriza la actuación judicial, la representación procesal puede quedar cuestionada, pues la voluntad institucional no llegó a formarse conforme a las reglas previstas para ello. La doctrina procesal explica que esta clase de defecto repercute en la legitimación para actuar en juicio, es decir, en la aptitud jurídica necesaria para intervenir válidamente como parte dentro de un proceso, de modo que el nombramiento formal del representante no basta cuando sus actuaciones carecen de una decisión institucional que las respalde. 

	Por esta razón, la persona que comparece en nombre de la entidad debe hacerlo con base en una resolución adoptada de acuerdo con las normas que regulan la organización interna de la persona jurídica. Esta interpretación también ha sido acogida por la jurisprudencia nacional, al considerar que la legitimación es un elemento indispensable para que la relación jurídico-procesal se constituya correctamente y que cualquier problema relacionado con ella puede ser revisado durante la fase de saneamiento del proceso (Corte Nacional de Justicia, 2017).

	En el contexto ecuatoriano, este análisis adquiere especial relevancia al considerar que el ordenamiento jurídico reconoce la importancia de la legitimación y la representación como presupuestos procesales indispensables. La jurisprudencia constitucional ha sostenido que la observancia de las normas procesales constituye una garantía integrante del debido proceso. En la Sentencia No. 1159-18-EP/23, la Corte Constitucional señaló que el debido proceso comprende el cumplimiento de las normas y derechos de las partes durante la sustanciación del procedimiento, de manera que las actuaciones jurisdiccionales deben desarrollarse respetando las reglas previamente establecidas por el ordenamiento jurídico (Corte Constitucional del Ecuador, 2023) .

	De igual forma, la Corte Constitucional ha reiterado que la observancia del trámite propio constituye una garantía fundamental para la validez del proceso. En la Sentencia No. 1520-22-EP/25 se precisó que la vulneración de las garantías relacionadas con el cumplimiento de normas procesales y la observancia del trámite propio afecta directamente el debido proceso, comprometiendo la juridicidad de las actuaciones judiciales (Corte Constitucional del Ecuador, 2025). Este criterio resulta particularmente relevante cuando se analiza la comparecencia de personas jurídicas, pues la legitimación y la representación determinan quién puede intervenir válidamente en el proceso y bajo qué condiciones puede hacerlo.

	La importancia de estos presupuestos también se relaciona con la protección efectiva del derecho de defensa. La Corte Constitucional, en la Sentencia No. 166-12-SEP-CC, destacó que: “toda actuación jurisdiccional debe garantizar a las partes la posibilidad real de intervenir en el proceso, presentar pruebas y ejercer contradicción, pues cualquier limitación injustificada a estas facultades afecta el debido proceso y la tutela judicial efectiva” (p. 4). Del mismo modo, en la Sentencia No. 186-14-SEP-CC, la Corte enfatizó que “la citación adecuada y el conocimiento oportuno del proceso constituyen requisitos indispensables para que una persona pueda ejercer plenamente su defensa, evitando escenarios de indefensión incompatibles con el Estado constitucional de derechos y justicia” (p. 3).

	En cuanto al control de estos defectos, Pacheco (2024) señala que:

	La “nulidad procesal se configura como el mecanismo idóneo para restablecer el orden jurídico cuando se ha vulnerado un presupuesto esencial del proceso. La doctrina ha desarrollado criterios para la procedencia de la nulidad, entre los cuales destacan la existencia de un vicio que afecte un acto procesal relevante, la vulneración de un derecho o garantía procesal y la incidencia del defecto en la decisión final del litigio. En el caso de los defectos de representación, la nulidad puede configurarse cuando se demuestra que la actuación procesal fue realizada por quien carecía de legitimación suficiente o cuando la voluntad institucional que sustenta la actuación no ha sido válidamente conformada.” (p. 27)

	No obstante, la aplicación de la nulidad no es automática, sino que debe ser analizada a la luz de principios como la trascendencia, la convalidación y la conservación de los actos procesales. La Corte Nacional de Justicia (Sentencia 1520-22-Ep/25) ha precisado que “la procedencia de la nulidad exige la existencia de una infracción procesal que haya viciado al proceso con nulidad insubsanable o causado indefensión, que dicha infracción haya influido en la decisión de la causa y que no haya sido subsanada legalmente” (p. 12). Esto implica que no todo defecto de representación genera necesariamente la nulidad, sino únicamente aquellos que tienen una incidencia real en las garantías del debido proceso, la tutela judicial efectiva y la seguridad jurídica.

	En el caso específico de las cooperativas de ahorro y crédito, la exigencia de autorización de la Asamblea General adquiere un carácter determinante, en tanto este órgano representa la máxima expresión de la voluntad colectiva de la entidad, conforme a la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria y su Reglamento General (2011). Ahora bien, desde una perspectiva más rigurosa del derecho procesal contemporáneo, Cano y Folleco (2021) señalan que:

	La representación defectuosa no solo compromete la legitimación ad procesum, sino que también incide en la validez de la relación jurídico-procesal desde su génesis. En consecuencia, la intervención de un representante sin autorización suficiente no solo afecta a la parte representada, sino que también altera el equilibrio procesal frente a la contraparte. (p. 52)

	No se trata de una falla que quede encerrada en el funcionamiento interno de la entidad, porque la ausencia de autorización del órgano competente puede proyectarse sobre la juridicidad de toda la actuación procesal. Desde la doctrina contemporánea se entiende que el representante actúa válidamente cuando detrás de su intervención existe una decisión formada de manera regular dentro de la persona jurídica, de modo que, si ese proceso previo nunca ocurrió o se cumplió de forma defectuosa, los actos realizados en nombre de la organización pueden perder eficacia. Esto adquiere todavía mayor peso en las cooperativas, cuya naturaleza democrática exige que la voluntad institucional nazca de órganos colegiados definidos por la ley y no de decisiones tomadas de manera individual (Velasco, 2014).

	Mirado desde la Constitución (2008), este problema va mucho más allá de comprobar si se cumplió un requisito de representación, porque en el fondo están en juego el derecho al debido proceso, la defensa, la legalidad, la tutela judicial efectiva y la seguridad jurídica. Si dentro del juicio interviene alguien que no cuenta con legitimación suficiente, puede producirse indefensión, ya que las decisiones adoptadas podrían apoyarse en una voluntad que nunca llegó a formarse de manera válida. Por eso, el juez no revisa la representación porque lo considere conveniente, sino porque tiene la obligación de asegurar que el proceso sea justo, tenga validez y respete las garantías reconocidas por la Constitución (2008) (Escobar, 2021).

	En este marco, la distinción entre nulidades absolutas y relativas adquiere especial relevancia. De este modo señala Pérez (2025):

	Si el defecto de representación afecta la formación misma de la voluntad institucional y la legitimación para actuar en juicio, podría configurarse como una nulidad de carácter absoluto, “no susceptible de convalidación. Por el contrario, si se trata de una irregularidad que no incide en las garantías procesales ni genera indefensión, podría ser considerada subsanable. Esta diferenciación exige un análisis casuístico riguroso por parte del juzgador, quien deberá valorar la trascendencia real del defecto y su incidencia en la validez del procedimiento. (p. 41)”

	El estudio de los criterios doctrinarios y jurisprudenciales sobre defectos de representación y su control mediante nulidades procesales permite establecer un marco de análisis fundamental para determinar la validez de las demandas interpuestas sin autorización de la Asamblea General. Este marco no solo contribuye a una mejor comprensión del problema desde una perspectiva teórica, sino que también proporciona herramientas jurídicas para su adecuada resolución en la práctica judicial, bajo un enfoque garantista orientado a la protección del debido proceso, la seguridad jurídica y la legitimidad de la actuación jurisdiccional.

	Rol de la Asamblea General en la legitimación activa y en la corrección formal de las demandas interpuestas contra ex directivos de Cooperativas de ahorro y crédito

	En las cooperativas de ahorro y crédito, la Asamblea General no cumple un papel accesorio, sino que representa el máximo órgano de gobierno y el espacio donde se forma la voluntad institucional. Su intervención resulta especialmente importante cuando se busca iniciar acciones judiciales contra exdirectivos, porque una decisión de esa naturaleza puede comprometer a la entidad en el plano jurídico, patrimonial e institucional. Por eso, la legitimación activa de la cooperativa no debería revisarse solo desde la existencia de un representante legal, sino también desde la validez de la decisión adoptada por el órgano competente (Toscano, 2022).

	La normativa ecuatoriana reconoce de forma expresa esa función. La Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria (2011) y su Reglamento General asignan a la Asamblea General competencias decisorias relevantes dentro de la estructura cooperativa. De manera particular, la Disposición General Séptima del Reglamento General, exige una resolución previa de la Asamblea General para iniciar acciones judiciales destinadas a exigir responsabilidades a directivos o administradores, incluso si ese punto no fue incluido en el orden del día.

	Desde el plano procesal, la falta de esta resolución puede afectar principalmente la legitimación ad procesum, ya que el representante legal podría comparecer sin una habilitación institucional válida. En estos casos, la representación formal por sí sola no basta cuando no existe una voluntad colectiva previamente formada. Por ello, la decisión de demandar a exdirectivos no debería depender únicamente de órganos administrativos o de representación, pues la normativa entrega esa competencia a la Asamblea General (Jiménez, 2024). Al respecto Culquer y Cochancela (2025)señalan que:

	La “jurisprudencia ecuatoriana ha señalado que la legitimación, la capacidad y la personería son presupuestos procesales que pueden revisarse en la fase de saneamiento. También ha precisado que la nulidad procede cuando el defecto causa indefensión, afecta de manera sustancial el procedimiento, influye en la decisión de la causa y no ha sido subsanado conforme a la ley. (p. 32)

	Por lo expuesto, la Asamblea General cumple una función primordial en la configuración de la legitimación activa de las cooperativas de ahorro y crédito cuando se pretende exigir responsabilidad a exdirectivos o administradores; puesto que su autorización previa permite asegurar que la acción judicial exprese la voluntad colectiva de la organización. Por lo señalado, su ausencia puede comprometer la legitimación procesal y exigir un control judicial dirigido a proteger el debido proceso, la seguridad jurídica y la transparencia institucional.

	Marco normativo aplicable a la decisión de iniciar acciones judiciales en cooperativas y el rol competencial de la Asamblea General en Ecuador

	El análisis de la legitimación activa en las cooperativas de ahorro y crédito exige de manera necesaria una revisión del marco normativo que regula la adopción de decisiones institucionales, en especial aquellas que implican el ejercicio de acciones judiciales; dentro de lo que establece el ordenamiento jurídico ecuatoriano, esta materia se encuentra regulada por disposiciones normativas y reglamentarias que delimitan la competencia de los órganos internos de las cooperativas y establecen las condiciones bajo las cuales se forma válidamente la voluntad institucional. La determinación del órgano competente para autorizar el ejercicio de acciones judiciales reviste especial importancia cuando dichas acciones se dirigen a exigir responsabilidades a directivos o administradores de la organización, pues en estos casos se encuentra comprometida la responsabilidad institucional y patrimonial de la entidad (Cano y Folleco, 2012).

	En primer lugar, la Constitución de la República del Ecuador (2008) reconoce a las organizaciones de la economía popular y solidaria como formas legítimas de organización económica basadas en principios de participación, autogestión y responsabilidad. Lo mencionado implica que las cooperativas gozan de autonomía para organizar su funcionamiento interno, cabe mencionar en este punto que también exige que el ejercicio de dicha autonomía se realice dentro del marco jurídico establecido por la ley y respetando la distribución de competencias entre los órganos que integran la organización.

	En desarrollo de estos principios, la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria (2011) establece que la Asamblea General constituye el máximo órgano de gobierno de las cooperativas, atribuyéndole competencias relacionadas con la adopción de decisiones fundamentales para la organización. A su vez, el artículo 29 del Reglamento General, reconoce a la Asamblea General como el órgano llamado a resolver los asuntos de mayor trascendencia institucional, consolidando su papel como principal mecanismo de formación de la voluntad colectiva de los socios.

	Sin embargo, la norma de mayor relevancia para el objeto de esta investigación se encuentra en la Disposición General Séptima del Reglamento General de la LOEPS (2011). Esta disposición establece expresamente que el inicio de acciones judiciales tendientes a la ejecución de responsabilidades determinadas contra directivos y administradores de las organizaciones sujetas al control de la Superintendencia requerirá de una resolución previa de la Asamblea General. La norma añade que dicha resolución podrá adoptarse incluso cuando el asunto no conste en el orden del día, evidenciando la importancia que el ordenamiento jurídico atribuye a la participación del órgano soberano en este tipo de decisiones.

	La utilización del término “requerirá” evidencia el carácter imperativo de la disposición normativa y permite concluir que la intervención de la Asamblea General no constituye una simple formalidad administrativa, sino una condición jurídica previa para el ejercicio válido de acciones de responsabilidad contra directivos y administradores. En consecuencia, cuando se pretende exigir judicialmente responsabilidades a ex directivos de una cooperativa, la voluntad institucional debe formarse mediante el procedimiento previsto en la normativa especial, correspondiendo a la Asamblea General autorizar previamente el inicio de la acción (Culquer y Cochancela, 2025).

	Desde esta perspectiva, la legitimación activa de la cooperativa no puede reducirse a la existencia formal de un representante legal. Si bien el representante ostenta la facultad de comparecer en juicio en nombre de la entidad, dicha representación debe sustentarse en una voluntad institucional válidamente constituida cuando la ley exige una autorización previa del órgano competente. Por ello, la representación legal constituye un mecanismo de exteriorización de la voluntad institucional, pero no reemplaza la competencia decisoria atribuida por la normativa cooperativa a la Asamblea General (Escobar, 2011).

	La Corte Nacional de Justicia ha reconocido que los aspectos relacionados con la capacidad, la personería y la legitimación forman parte de los presupuestos procesales susceptibles de control dentro de la fase de saneamiento del proceso. En la Resolución No. 12-2017 se destacó que la audiencia preliminar cumple una función depuradora destinada a corregir y sanear defectos procesales que puedan afectar la validez de la relación jurídico-procesal, incluyendo aquellos vinculados con la personería y la legitimación de las partes (Corte Nacional de Justicia, 2017).

	Asimismo, la Corte Nacional de Justicia ha señalado que la nulidad procesal únicamente procede cuando existe una infracción que genera indefensión o afecta sustancialmente la validez del procedimiento y que, además, influye en la decisión de la causa (Corte Constitucional del Ecuador, 2024). Bajo este criterio, la ausencia de la resolución previa exigida por la Disposición General Séptima del Reglamento General de la LOEPS (2011) no puede ser considerada automáticamente como una causal de nulidad; sin embargo, sí constituye un elemento jurídicamente relevante para analizar la existencia de defectos de legitimación, representación y formación de la voluntad institucional.

	Desde la doctrina, lo mencionado obliga a mirar por separado la representación formal y la representación material, debido al hecho de que no expresan exactamente lo mismo; en ese sentido, la primera nace del nombramiento o de la designación que permite a una persona actuar en nombre de la organización, mientras que la segunda requiere que esa actuación responda a una voluntad institucional formada válidamente, respetando las normas internas y legales que ordenan su funcionamiento (Hernández y Ormaza, 2023).

	Adicionalmente, el Código Orgánico de la Función Judicial (2009) impone a los jueces el deber de garantizar el debido proceso y la tutela judicial efectiva. Esta obligación comprende la verificación de los presupuestos procesales necesarios para la válida constitución del proceso, lo que incluye examinar si quien promueve la acción judicial cuenta con la legitimación y habilitación necesarias para actuar en nombre de la persona jurídica representada.

	En este sentido, el rol competencial de la Asamblea General adquiere una dimensión procesal relevante, pues su intervención no solo responde a exigencias de organización interna, sino que incide directamente en la legitimación activa de la cooperativa cuando se trata de acciones judiciales de responsabilidad contra directivos y administradores. Si la autorización exigida por la normativa especial no existe, surge la necesidad de analizar si la demanda fue presentada sin una voluntad institucional válidamente constituida y si dicha circunstancia afecta la validez de la relación jurídico-procesal (Véscovi, 2020).

	No obstante, también debe reconocerse que la exigencia de autorización de la Asamblea General no puede interpretarse de manera extensiva a toda clase de litigios promovidos por la cooperativa. La Disposición General Séptima se refiere específicamente a las acciones judiciales tendientes a la ejecución de responsabilidades determinadas contra directivos y administradores. Por ello, la necesidad de autorización previa debe analizarse atendiendo a la naturaleza de la acción ejercida y a las competencias expresamente atribuidas por la normativa especial.

	Presupuestos procesales comprometidos, cuando se omite la autorización orgánica (legitimación, representación y validez de actos)

	La omisión de la resolución previa exigida por la Disposición General Séptima del Reglamento General de la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria (2011) compromete directamente los presupuestos procesales de legitimación, representación y validez de los actos procesales cuando la acción judicial tiene por objeto exigir responsabilidades a directivos o administradores de la cooperativa. En estos supuestos, la controversia trasciende el ámbito de la organización interna y adquiere relevancia procesal, pues la formación válida de la voluntad institucional constituye un elemento necesario para la correcta constitución de la relación jurídico-procesal. Desde esta perspectiva, Villabella (2009) señala que: “la legitimación activa no puede entenderse únicamente como la existencia formal de un representante legal, sino como la concurrencia de todos los requisitos jurídicos que habilitan válidamente a la persona jurídica para ejercer la acción (p. 19).

	La representación procesal también resulta comprometida. Si bien el representante legal conserva formalmente su designación, el ejercicio de facultades para promover una acción judicial específica debe encontrarse respaldado por la habilitación institucional prevista en la normativa aplicable. De lo contrario, la actuación procesal podría carecer del soporte jurídico necesario para ser imputada válidamente a la persona jurídica representada.

	En relación con la validez de los actos procesales, la Corte Nacional de Justicia ha señalado que la nulidad procesal únicamente procede cuando existe una infracción procesal que haya viciado el proceso con nulidad insubsanable o causado indefensión, que dicha infracción haya influido en la decisión de la causa y que la nulidad no haya sido legalmente convalidada (Corte Constitucional del Ecuador, 2025). Por lo expuesto, la omisión de la autorización orgánica exige verificar si la irregularidad produjo una afectación real a las garantías procesales y a la correcta constitución de la relación jurídico-procesal.

	Bajo este criterio, corresponde al juzgador determinar si la ausencia de la resolución previa exigida por la normativa cooperativa representa una simple irregularidad formal susceptible de subsanación o un defecto sustancial que afecta la legitimación y representación de la cooperativa; para ello, el análisis debe realizarse a la luz de los principios de trascendencia, conservación de los actos procesales y tutela judicial efectiva.

	Desde la perspectiva constitucional, la afectación de estos presupuestos procesales puede ser proyectado sobre las garantías del debido proceso, en especial aquellas relacionadas con la observancia del trámite propio, el cumplimiento de normas y derechos de las partes, el derecho de defensa y la seguridad jurídica. La omisión de la autorización orgánica constituye, por tanto, un elemento jurídicamente relevante para analizar la legitimación activa, la representación procesal y la validez de los actos procesales en las cooperativas de ahorro y crédito. Su incidencia sobre el proceso dependerá de la trascendencia concreta del defecto, de la existencia o no de indefensión y de la posibilidad jurídica de subsanación o convalidación, aspectos que deberán ser valorados en cada caso concreto conforme a los principios que rigen el sistema procesal ecuatoriano.

	Incidencia de la ausencia de autorización de la Asamblea General en la legitimación activa, la representación procesal y la validez de las actuaciones judiciales

	El alcance jurídico de no contar con la autorización de la Asamblea General en las cooperativas de ahorro y crédito no puede entenderse como una falla puramente documental. Esta omisión puede afectar puntos esenciales del proceso, entre ellos la legitimación activa, la representación procesal y la validez de las actuaciones judiciales, pues lo decisivo es comprobar si la demanda fue impulsada por una voluntad institucional correctamente formada, conforme a la normativa cooperativa (Véscovi, 2020).

	La Disposición General Séptima del Reglamento General de la LOEPS (2011) exige que la Asamblea General adopte una resolución previa antes de iniciar acciones judiciales destinadas a hacer efectivas responsabilidades contra directivos o administradores. Por ello, cuando una cooperativa demanda a exdirectivos sin esa autorización, se debilita la certeza sobre la existencia de una decisión institucional legítima y sobre la facultad real del representante legal para comparecer en juicio.

	La falta de autorización no repercute solo en la legitimación activa, también puede comprometer la estructura formal y material de la demanda. Si la resolución fue adoptada y únicamente no se adjuntó al proceso, el defecto podría corregirse. Sin embargo, cuando dicha autorización nunca fue emitida por la Asamblea General, el problema adquiere otra dimensión, porque afecta el origen mismo de la voluntad institucional y puede poner en riesgo la estabilidad jurídica del trámite (Cano y Folleco, 2012).

	En las acciones judiciales contra exdirectivos, la autorización asamblearia tiene un peso particular, ya que este tipo de demandas se vincula con decisiones sensibles sobre la gestión institucional y la responsabilidad de quienes estuvieron a cargo de la administración de la cooperativa. Su ausencia puede generar dudas sobre la legitimidad de la acción, afectar la seguridad jurídica y exigir al juez un examen más cuidadoso de la legitimación activa, la representación procesal y la posible existencia de indefensión (Villabella, 2009).

	Lineamientos técnico-jurídicos para la verificación y documentación de la autorización de la Asamblea General en la práctica procesal cooperativa

	La problemática examinada deja en claro que las cooperativas de ahorro y crédito requieren lineamientos técnico-jurídicos que ordenen su actuación interna y, al mismo tiempo, faciliten el control judicial de sus actos procesales. La finalidad de estos criterios es evitar vicios que puedan llevar a nulidades, dar mayor estabilidad a la seguridad jurídica, transparentar la vida institucional de la entidad y procurar que las demandas contra exdirectivos no respondan a decisiones aisladas, sino a una voluntad institucional formada de manera válida.

	Bajo esta lectura, la autorización de la Asamblea General debe asumirse como una exigencia de fondo, no como un requisito meramente formal. Cuando una acción judicial pueda comprometer derechos, obligaciones o responsabilidades de la cooperativa, y con mayor razón si se dirige contra exdirectivos, debe existir una resolución expresa, clara y concreta del órgano competente. Esta decisión tiene que constar en actas válidas, acompañadas de la verificación de la convocatoria, del quórum, de la votación realizada y de la acción judicial que se autorizó promover.

	También resulta indispensable que, antes de presentar la demanda, la cooperativa cuente con filtros internos de revisión. En ese momento, órganos como el consejo de vigilancia o la auditoría interna deberían examinar si la autorización fue emitida conforme a derecho y si la documentación que la respalda es suficiente. Junto con ello, la demanda debe incorporar el nombramiento del representante legal, el acta de Asamblea General, las certificaciones respectivas y los documentos que acrediten que la resolución continúa vigente, a fin de demostrar de manera adecuada la legitimación activa (Villabella, 2009).

	En sede judicial, el juez tiene el deber de comprobar, incluso sin petición de parte, que los presupuestos procesales estén cumplidos, sobre todo en lo relacionado con la legitimación activa y la validez de la representación. Esta revisión no puede quedarse en una mirada superficial de los documentos presentados, pues también debe aclararse si la autorización fue realmente adoptada por la Asamblea General y si nació de una decisión válida. A partir de ello, corresponde diferenciar los errores que pueden corregirse, como haber omitido la entrega de un documento que sí existe, de aquellos que afectan el origen mismo de la actuación, como ocurre cuando nunca hubo autorización, ya que esta última situación puede poner en duda la seguridad jurídica y la propia validez del proceso (Pérez, 2025).   

	Conclusiones

	El análisis doctrinario y jurisprudencial permitió concluir que los defectos de representación no pueden quedarse en la idea de un simple error formal cuando afectan la legitimación procesal de una persona jurídica. En las cooperativas de ahorro y crédito, la actuación judicial del representante legal debe estar sostenida en una voluntad institucional formada conforme a la normativa aplicable, porque si esa decisión no se construyó de manera correcta, también puede quedar comprometida la relación jurídico-procesal desde su origen. Por eso, estos defectos deben ser revisados por el juzgador en la fase procesal que corresponda, pero no de manera aislada, sino atendiendo a su verdadero efecto en el debido proceso, la tutela judicial efectiva y la seguridad jurídica.

	El estudio del marco normativo ecuatoriano permitió establecer que la Asamblea General tiene un peso central en la formación de la voluntad institucional de las cooperativas de ahorro y crédito. Su intervención resulta todavía más importante cuando se pretende iniciar acciones judiciales contra directivos o exdirectivos, ya que una decisión de esa clase puede tocar intereses patrimoniales, administrativos e institucionales de la entidad. Por ello, la autorización previa de la Asamblea General no debe entenderse como un requisito suelto ni como una formalidad sin mayor contenido, sino como una exigencia jurídica que se conecta con la legitimación activa y con la validez de la decisión de acudir a juicio.

	La investigación permitió concluir que la falta de autorización previa de la Asamblea General puede influir en la legitimación para actuar en juicio y en la validez de las actuaciones procesales, sobre todo cuando la acción judicial busca exigir responsabilidades a directivos o exdirectivos de la cooperativa. Sin embargo, esa consecuencia no puede darse por sentada en todos los casos, ya que primero debe revisarse si la omisión afectó la formación de la voluntad institucional, si causó indefensión, si cambió el desarrollo regular del proceso y si todavía existe la posibilidad de subsanar o convalidar el defecto conforme a los principios procesales aplicables.

	Finalmente, se concluye que las cooperativas de ahorro y crédito deben contar con lineamientos técnico-jurídicos que permitan revisar y dejar respaldada la autorización de la Asamblea General antes de presentar demandas contra directivos o exdirectivos. Para ello, la decisión debe constar en actas válidas y debe quedar claro que la convocatoria se realizó, que el quórum se cumplió, que la votación fue tomada, que la acción judicial autorizada quedó identificada y que la resolución adoptada seguía vigente. Esta práctica permitiría dar mayor firmeza a la seguridad jurídica, reducir riesgos de nulidad procesal y asegurar que la actuación judicial de la cooperativa responda a una voluntad institucional formada de manera legítima.
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